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denominado sistema de la voie di recte (art. 34.2 in fine) se obvia i~cluso la necesidad 
de aplicar una norma de conflicto para determinar el D.er~c?o aphcabl; al fo?do del 
asunto. Ello permitirá la aplicación de aquellas normas JUndtcas q~e mas ~e. aJusten ~ 
las características de la relación contractual y tener en cuenta los mtere~es subyacen 
tes al caso concreto. Esta flexibilidad y la ventaja de poder resolver la dtsputa c~nfor­
me a un Derecho neutral, que no es la ley nacional .de ni~gun~ de las partes. ~tenen. 
sin embargo. aparejadas de un incremento d.e la dJscre.cJOnalidad de los. :írb1tros y, 
sobre todo. del grado de incertidumbre respecto al devemr de la con~over.sJa; ~e trata. 
por tanto. de u; régimen que supone más )u~ticia pero. menos segundad JUOdtca. que 
habrá de ser compensada mediante una JUnspruden.cJa. qu~ tenga. en cue~t~ -e~ la 
medida de lo posible. dado el carácter privado de la msutuc16n arb1tral- ~as lmeas de 
decisión imperantes en laudos anteriores. a la vez que ~ont.raste el co~temd? Y ~on~r­
me la aceptación de las normas jurídicas objeto de aplicactón en el trafico mternac!O­
nal. Tarea ardua. ésta. aunque la reciente aparición ~e bases de dat.os sobre derecho 
transnacional. el aumento del número de laudos publicados y. especialmente. la com­
pilación de los principios de los contratos internacion~es (UNIDROIT ~ ~~CL). h~ 
contribuido a concretizar y sistematizar la lex mercatorw y. por ende. a facthtar la fun 

ción decisoria del árbitro. 
En ningún caso deberán Jos árbitros dejarse deslumbrar por la flexibilidad de es~s 

normas de 'Origen transnacional. ignorando la volunt~d de las part~s de someter 1~ res~~ 
lución del asunto a una ley nacional. Tal compom.untento f~ustran~ ~as expectatJ as 
las partes y. como se ha visto. pondría poner en nesgo la ejecutabiltdad del laudo. 
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INCIDENCIA DE LA «CLÁUSULA DE MERCADO INTERIOR» 
EN LA REGULACIÓN DE LOS SERVICIOS DE LA SOCIEDAD 

DE LA INFORMACIÓN TRANSFRONTERIZOS 

Por AURELIO L óPEZ-T ARRUELLA MARTÍNEZ" 

INTRODUCCIÓN 

Cuando un juez español <.:onoce de un litigio derivado de la presta<.:ión de un sc::r­
vicio de la sociedad de la información (c::n adelante SSI) que presenta un carácter trans­
fronterizo. debe aplicar las normas de conflicto del foro para determinar e l Derecho 
aplicab le al mismo. 

Como es sabido. si el Litigio est:í referido a un contrato c::ntre profesionales cek­
brado en Internet -business to bLtSine~·s-. el juez aplicar:í. a los aspectos de fondo. la 
ley elegida por las partes (art. 3 CR') y. en su defecto. la ley más estrechamente vin­
culada que. de acuerdo con el art. 4.2 CR. se presume que es la del país donde está 
establc::cido e l prestador de sc::rvicios. A los aspectos de forma. resultará aplicable cual­
quiera de las conexiones designadas en el art. 9 CR. 

Si el litigio versa sobre un contrato entre un profesional y un consumidor cc::lebrado 
por medios electrónicos -business to consumer- y se cumplen las condicionc::s del art. 5 
CR:. los aspectos de fondo se regular:ín a partir del Derecho elegido por las panes siem­
pre que conceda una protección al menos similar a la del Estado de residencia del con­
sumidor. En su defecto. se aplicará la ley de la residencia habitual del consumidor. Los 
aspectos de fotma quedan. igualmente. sometidos a esta última ley (art. 9.5 CR). 

Por último, si el litigio es de naturalc::za extracontractual -difamación en web site. 
infracción de derechos de propiedad industrial o intelectual. responsabilidad por pro­
ductos o servicios defectuosos. virus informáticos. etc.-. el juez aplicará la ley del 
lugar donde se ha producido el hecho dañoso (art. 10.9 I del Código Civil y. cuando se 
adopte. art. 3 y siguientes de la Propuesta de Reglamento Roma lP) y. si se trata de la 
responsabilidad derivada de publicidad engañosa o desleal realizad:t en Internet. la ley 

• ?rof. A>;oci~do Derecho inlcrnacion;U privado. Univer:,id:.d de Alicalllc. 
1 Convenio de Roma sobre la ley aplicable a las obli¡;acioncs contractu~Jc,. de 19 de junio de 19~0 (DOCE 

núm. 27. de 26 enero 1998) 
-: La dispo~ición cxi~c que !IC l.httc de un conlr..ato de servi cio~ o de sumini:\Lro d~.: bicnc~ mueble~ c.:orpor..al~.:~. 

que haya sido cclcbr"do par" una linalidad ajena a su actividad profcsio11al y que «la cclcbmción [ ... 1 hubicr" sido 
precedida. en ese par,. por una ofcrla que le haya sido esp.:cialmcnlc dirigida o por publicidad. y si el consumidor 
hubiera rc.ali1..ado c:n ese país los actos ncccs;¡rios ~r..a la cclcbr..ación del contr..~to,.. La veriftc~ci6n de.: C.'\l:l.~ condi­
cione.< en los contr~tos cclebr"dos en lnlcmcl I'Cl'Uila difícil de llevar a c:~bo. Vid. A. L. CALvo C\R.\VACA y J. 
c #\RRA.'\COSA GON7. ... \!.E/ .. CmrflictQj' de leyes y conflictos dt: juri~·dicciúu t!/1 ftUeniCI, Madrid. Colex. 200 l . p. 92. 

' Propuesw de R~gl:lmcnto del Pal'iamcnlo curopt:o y del Consejo relativo a la ley apl icable a las obligacio­
nes cxtr.lcontr:lctualcs (•Roma 11»), (Doc COJ\11(2003) 427 lin:ll). 
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del mercado afectado o la ky del mercado donde los intereses colectivos de los con­
sumidores se han visto afectados (:1rt. 4 Leo• y art. 5.1 Reglamento Roma U). 

En cualquiera de estos litigios. el juez deberá aplicar. también. las normas inter­
nacionalmente imperativas del foro y podrá dar efectos a las de terceros Estados (art. 
7 CR. art. 12 Reglamento Roma ll). 

Este esquema regulador. sin embargo. resulta alterado cuando se trata de un litigio 
referido a una prestación de SSI intracomuniraria. en la que las panes están domici­
liad:ls en distintos Estados miembros de la Comunidad Europea. En estas situaciones. 
el juez español está obligado a tomar en consideración la llamada «cláusula de merca­
do interior» establecida por la Directiva 2000/31 sobre comercio electrónicos. 

El sig1liñcado y alcance del doble mandato que incorpora esta <<cláusula>> -control 
t:n origen y reconocimiento mutuo- constituyó. en el momento de! elaborar la Directi­
va 2000/31 y todavía lo constituye hoy. uno de los temas que mayor controversia y que 
mayor inseguridad jundica levanta en la regulación de los SS! en el mercado interior. 

En las p:íginas que siguen. se pretende explicar el significado y el alcance de esta 
<<Cláusula». Para ello. en primer lugar, se van a tratar sus ongenes y su plasmación en la 
Directiva 2000/31 y en la legisl:1ción que la incorpora al ordenamiento interno español. 
la Ley 34/2002 de 1 J de jul.io de Servicios de la sociedad de la información y de comer­
cio electrónico (en addante LSSI)6 (ll). En segundo lugar. se van a explicar las teonas 
existentes sobre el alcance que tiene la <<Cláusula>> en la regulación de estos servicios por 
los tribunales del Estado de origen del SSI o por los tribunales del Estado de destino (lll). 
En tercer lugar. se expont: cómo deben los tribunales españoles aplicar el principio de 
reconocimiento mutuo. objetivo principal de la «cláusula>>. de acuerdo con la que teona 
que, en mi opinión. debe prevalecer: la sustantivisra (IV). Por último se aportar'dfl una 
serie de datos que permiten relativizar los efectos que. en la práctica. la «cláusula>> puede 
tener en la regulación de estos servicios y se realizarán unas consideraciones finales (V). 

ORIGEN DE LA «CLÁUSULA DE MERCADO INTERIOR» Y SU 
REGULACIÓN EN LA DIRECTIVA 2000/31 Y EN LA LEY 34/2002 DE 
SERVICIOS DE LA SOCIEDAD DE LA INFORMACIÓN 

A:--<TECEDENTES Y R.ELEVANClA DE I..J\ «CLÁUSULA DE i\I.ERCADO L'ITERlOR» E:-1 LA 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LA SOCIEDAD DE LA INFORiYIAClÓN : EL CARt\CrER 

HORIZONTAL DE LA DIRECTIVA 2000/31 Y SU AMPLÍSIMO « ,\MBlTO COORDI.KADO» 

La <<cl:iusula de mercado interior» tiene:: su origen en los años ochenta. cuando t!l 
Consc::jo cambió su poütica en materia de mercado interior'. La <<nouvelle approche» 

• Ley 3/1991. de 10 enero. de comp.:lencia d~leal (BOE núm 10. de 11 ~nero 1991). 
' Directiva 2000131 del Parlamento Europeo y del Con><: jo. de S de junio de 2000. relativa a determinados 

aspec1os jurídico, de los servicio, de la socicd~d de la información. en p~rticular. el comercio electrónico en el 
mercado interior (Dircctivl sobre el comercio clcClt"6nico). (DOCE núm. 178. de 17 de j ulio de 2000). 

' BOE núm. 166. de 12 de julio de 2002 
' Resolución del Consejo. de 7 de mayo de 1985. rck1tiva a una nueva aproximaci611 en materia oc armoni-

1-'lci6n y de no=1i7.ación (JOCE C 136. de 4 junio 1985). 
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establc::cida para dt!sa.rrollar la libre prestación de servicios del art. 49 TCE. conlleva la 
armonización de mínimos de! la normas técnica~ nacionalt!s con la finalidad de hacer­
las equivalentes. y la organización de un mecanismo de sumisión del producto o del 
prestador de servicios al derecho del país de origen y a la competencia de las autori­
dades de ese país. Garantizado este objetivo. los Estados miembros de destino de los 
productos o servicios pierden toda capacidad para adoptar medidas de auto1ización o 
de control. salvo en casos excepcionaless. 

Para U~v:1r a cabo esta nu~va poütica. b «cláusula de! mercado interior» compren­
de dos medidas complemt!ntanas: por un lado. corresponde al Estado de ori!!en del ser­
vicio control:lr su legalidad: por otro. el resto de Estados miembros est:ín ~bligados a 
reconocer y no impedir la prestación de esos servicios en su territorio. De esta mane­
ra. qued:1 gara?tizado el t!Stablecimiento de un verdadero mercado intt:rior: los opcr:~­
d~res econón:u7os pue~en prestar sus servicios en otros Estados miembros bajos l::ts 
llllsmas condtctones existentes en su mercado nacional. 

El primer campo en el que se utilizó la <<cláusula>> fue el de los sc::rvicios financie­
ros con la segunda Directiv:1 bancaria. 89/646. de 15 de diciembre 19899

• actualmente 
moditicad:l por la Directiv:~ 2000/12. de 20 de marzo. relativa al acceso a la actividad 
de las entidades de crédito y su ejercicio 10• Más tarde se adoptó la Directiva 89/552 
«T~levisió~ sin fronteras". que constituye. en palabras del propio legislador comuni­
tano -constderando 4-. el antecedente directo de la Directiva 2000/31. También se ha 
adoptado en otras materias como. por ejemplo. la protección de datos -Directiva 
95/461

:-. firma electrónica -Directiva 99/9313-. acciones de cesación para la protec­
ción de los consumidores -Directiva 98/27 1~- y. en la actualidad se está trabajando en 
una Propuesta de Directiva relativa a los servicios en el mercado interior1s que inclu­
ye. igualmente. la «cláusula>>. 

Con la excepción de la propuesta en tramitación. el impacto que la <<cláusula mer­
cado interior» tiene en estos instrumentos es mucho más reducido que el que tiene en 
la Directiva de comercio electrónico. puesto que sus ámbitos de aplicación respectivos 
son ciertamente limitados. Lo que caracteriza a la Directiva 2000/31 v otorga o-ran rele­
vancia a la «cláusula>> es que. al conn-ario que la~ primeras directiv,;s. éste ii~tnJmen­
to tiene una naturaleza lzori::.ontaLt•. 

• Vid. M. FAU.O:< y J. Mru:usl!.'<. ~Le commerce electroniquc. la din:ctivc 200013 1/CE ctlc droit intematio-
nal privb. en Rcv. Crir. Droitlrrt. Prit"é. vol 9J. 2002. pp. 435490. esp. 473. 

'1 DOCE L 386. de 30 diciembre 19$9. 
1• DOCE L 126. de 26 mayo 2000. 
11 Directiva 89/552/CEE del Con:.cjo. de 3 de octubre de 19S9. >Obre lu coordinación de determinadas dis· 

posici~nc~ lc~ales. rc~lament:lfio.< y administr~tivo.< de los E.<tados Miembros rcbtivas al ejercicio de activid3dc> 
de r.ldlodtfu.<~ón lclcvtslv~ (DOCE L 298. 17 noviembre 1989). 

1' DOCE L 28 l. de 23 noviembre 1995. 
" DOCE L 13. 9 enero 2000. 
1' DOCE L 66. 11 junio 1998. 
1
' Doc. COM (200~) 2 final de 13 enero 2004 

'"Vid. M. DES,\NTES RE<\L: <<1..:~ Directiva :;obre d Comercio E lectrónico. Morcado interior v servicio, de la 
Sociedad de la lnfomtaci6n» en Derecho de Internet. Contrawción Elccrr6nica y Fimw Di¡;iral. R. Mareu de Ros. 
J.M. Ccndoyu Ménde: de Vign (coord.,·). Ar.ln'-'ldi. Pamplom. 2000. p. 323-338. 
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Por un lado. la Directiva resulta aplicablt! a cualquier tipo de actividad siempre que 
se preste a dist:.tncia. mediante un equipo electrónico para el tratamiento y almacena­
miento de datos. a petición individual del receptor dd servicio y. normalmente. a título 
oneroso. Esa es la definición de <<Servicio de la sociedad de la información» que esta­
blece el art. 1.2 de la Directiva 98/3417. disposición a la que se remite el art. 2 (a) de la 
Directiva 2000/31 para evitar interpretaciones divergentes. y el Anexo de la LSS! 1~ . 
Estas actividades incluyen la contratación de bienes o servicios por vía electrónica: la 
organización o gestión de subastas por medios electrónicos o de mercados y centros 
comerciales: la gestión de compras en red por gmpos de personas: d envío de comuni­
caciones comerciales: el sumirústro de información por vía telemática: servicios de bús­
queda. acceso y recopilación de datos: servicios de almacenamiento y transmisión de 
datos: el vídeo bajo demanda. como servicio en que el usuario puede seleccionar a tra­
vés de la red. tanto el programa deseado como el momento de su suministro y recep­
ción. y. en general. la divulgación de contenidos previa petición individual. 

Por ou·o lado. al contrario que en el resto de instrumentos donde se incluye la <<cláu­
sula de mercado interior». el abanico de materias incluidas en el <<iimbito coordinado» 
es exrremadameme amplio. Hasta el momento de adoptar la Directiva esta noción era 
casi desconocida: <<ámbito coordinado>> no es lo mismo que la noción de <<ámbito armo­
nizado» utilizado en otras directivas. De acuerdo con el art. 2 (h). incorporado al orde­
namiento español en el Anexo de b LSSI. debe entenderse incluido en dicho <<ámbito» 
todos los requisitos legales exigibles a los prestadores de servicios (en adel:.tnte PSI) y 
a los SS!. independientemente de si son de tipo general o destinados específicamente a 
los mismos. Dichos requisitos se refieren tanto al irúcio de la actividad -cualificaciones. 
autorizaciones o notificaciones- cu:.tnto su ejercicio -requisitos relativos al comporta­
miento del PSI. los relacionados con la calidad o el contenido dd servicio. los aplica­
bles a publicidad y contratos, o los requisitos relativos a la responsabilidad del PSI- 19. 

La atribución de este amplísimo campo de aplicación cumple una finalidad de 
política legislativa: facilitar la libre circulación de SSF0. Por esa razón. las materias 
excluidas del <<ámbito coordinado>> deben interpretarse restrictivamente. En este senti­
do, al contrario de lo que opina algún autor~ 1 . también deben entenderse incluidas las 
normas de Derecho internacional privado~~ . 

" Dircctiv~ 9~/34/CE del P~rkunemo Europeo y del Consejo. de 22 de junio de 199~. por 1~ que'"' cst~bk· 
ce un proc~dimicnto de información en materia de la.~ normas y rcglamt:nt;.Lcioncs tc!cni~ y de las regla.~ relati­
vas a los servicios de la socicd~d de la información (DOCE L 204. 21 julio 1998). Modificada por Directiva 98/84 
(DOCE L 320. 2S noviembre 1998. 

" Sobre 1:>:< dilicullades imerprctaliw .. , de 1~ disposición. vid. M. R EQUEJo ISJDKO. «L.! Ley 3412002. de 1 1 
de julio. de servicios de la sociedad de lo iol'ormación y del comercio electrónico y la prestación tr:msnacional de 
servicios en el seno del EEE». en RED!. vol LV. 2003-2. pp. 795-818. esp. 805. 

"'El art. 2 (h) ta.mbién aclar;.¡ que. puc..-ao que no c:st:ín referidos ~L SSl . no ~ induyc:n. en d «ámbito coor­
dinado». los requisitos aplicables a las morcanci:>:< en sí. los aplicables a su cmrcga. o los aplicables :t los servi· 
cios no prestados por medios clccr.rónicos. 

~~~ Vid. o. c,.\CH,.\IU>, \(Le domainc coordoné par la Dii'CCtivc ~ur lt:: commt:I'CI! élcctroniquc ct l..: Droit inter­
n:ttional privé». en RDA/1/BU. núm 2. 2004. pp. 161·179. esp. 168. 

::
1 Vid. E. CI<,\HIT. <Ú-a dircctivc sur le commcrce ckctroniquc. Le projct Mcditcrrunéc». en RDUE. 2000. pp. 

749-833. esp. 803-804. 

~ En c!"tc mismo sentido vid. O . CACHARD. «Lt:: dOI'nainc ... ». 2004. p. 166. 
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Tan sólo resultan excluidas las materias enumeradas en el art. 1.5 de la Directiva: 
fiscalidad: cuestiones relacionadas con la protección de datos personales - reguladas en 
las Directivas 95/46 y 2002/5823-. c"uestiones relacionadas con acuerdos o prácticas 
que se rijan por la legislación sobre carteles: actividades de notarios o profesionales 
equivalentes en el ejercicio de una función pública prestadas por medios electrónicos; 
Ja representación de UD cliente y ]a defensa de SUS intereses ante ]OS tribunales: y Jas 
actividades de juegos de azar~-~. 

LA «CLÁUSULA DE MERCADO INTERIOR» EN El. ART. 3 DE LA DIRECTIVA 
2000/31 Y SU INCORPORACIÓN A LA LSSJ 

La <<cláusula de mercado interior» constituye una prolongación de la j urispruden­
cia del TJCE en relación con el art. 49 TCE:5• en el cual se prohíben <das restricciones 
a la libre prestación de servicios dentro de la Comurúdad para los nacionales de los 
Estados miembros establecidos en un país de la Comunidad que no sea e l del destina­
tario de la prestación>>. La disposición posee efectos directos. no obstante el art. 3 de 
la Directiva 2000/31. y las normas de transposición , regulan la aplicación específica de 
la <<cláusula>> a los SSI estableciendo un doble mandato. 

a) Control en origen: De acuerdo con el art. 3.1. corresponde controlar el cumpli­
miento por los ssr de los requisitos legales que form:.tn parte del imbito coordinado a l 
Estado miembro donde está establecido en PSL Para cumplir con esta obligación el art. 
2.1 LSS! establece que <<esta ley será de aplicación a los PSI establecidos en España y 
a los servicios prestados por ellos>>:6 aunque. como se verá. no es esta la única Ley que 
las autoridades españolas deben aplicar para llevar a cabo el control en origen. 

Asimismo. alejándose del dictado de la Directiva, el apartado 2 de esta disposición 
también establece la aplicación de la LSSI <<a los SSl que los PSl domiciliados en otro 
Estado miembro ofrezcan a través de un establecimiento permanente situado en Espa­
ña>>27. Aunque la aplicación de la LSSI se limita a los servicios llevados a cabo desde 
España, la disposición puede originar conflictos puesto que la ley del Estado miembro 
donde está establecido el PSI al que pertenece esa sucursal puede resultar aplicable a 

::.• DOCE L 20 1. de 31 julio 2002. 

"L.! excl usión de la.' actividades de juc¡;os de a:t.ar ha sido contirm~da en la STJCE de G noviembre 2003. 
C-243/0 l . Gambclli. disponible en bttp·//curi;J ru intlimi< 

"SSTJCE de 25 julio 199 1. C-76190. Saga. Rec. 199 1. p. 1422 1 y"· y de 10 mayo 1995. C-384/93. Al¡1i · 
ne fm·c;rments. Rcc. 1995. pp. 1-4221 y ss . Vid. E. CRAI<rr. <<La directivo ... ». 2000. p. 7 61. 

~(· La pregunta surge por ::::í ~ob: ¿qué PSJ reúnen dicha condición? Siguiendo el dicwdo de 1~1 Dircc tiv:.t. l:J 
Ley cspaliola no Licne en cucma si los medios tecnológicos a partir de los cuales el PSI ejerce su actividad se 
e ncuentran en Espaiía. E l cstablecimic.::nto en España se establece::~ partir de la residencia o domicilio social del 
prt:stador en nuestro p~is. siempre que éstos coincid~n co n el lugar en que esté cfcctiv~mcntc ccnt·ralizo.da kt ges­
tión adminislr:ltiva y la dirección de sus negocios. En otro caso. se atender.í al lugar en que se realice dicha ges­
tión o dirccci6n. De acuerdo con el art. 2 .3. se prcsumicl. que e l PSI está cst:.1b lecido en E.."p~ula cu~mdo él o :llg.u­
na de sus sucurs::tlt::s ~e h:tya inscrito en el Registro mcrco.nti l o en otro registro público español e n el que fue r;.¡ 
necesaria la inscripción par~ la adqu isición de la personalidad j urídica.. 

-=7 De ~tcucrdo con el ~trt. 2..2. se con!iidcrJ que «un prest!ldor opera mcdianlt: un c:,lablcci mic:nto pc;:mlancn­
tc situado en tcrrítorio cspaliol cuando dh-:pongo. en el mismo. de forma continuad;.a o h;:abilu:¡J. de instalnc ioncs o 
lugares de traba. jo. en los que realice toda o parte de su ac tividad». 
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los servicios prestados desde nuestro país por la sucursal. Sin ir más lejos. de acuerdo 
~on ~1 art. 2 .. 1. la LSSI. s~ aplica a servicios prestados por PSis establecidos en Espa­
na. sm exclulf los serviCIOS prestados por establecimientos permanentes del PSI en el 
extranjero. 

b) Reconocimiento mutuo (art. 3.2). Los Estados miembros distintos del Estado de 
?rigen. están oblig~dos a reconocer la legalidad de esos servicios. Es decir no pueden 
1mped1r su prestac1ón por razones incluidas en el «ámbito coordinado>> de la Directi­
va. Para cumplir con esta obligación el art. 7.1 LSSI establece el principio de libre 
prestación de servicios: «La prestación de SS! que procedan de un prestador estable­
cido en algún Estado miembro de la UE o del EEE se realizaró. en réaimen de libre 
prestación de servicios. sin que pueda establecerse nin ,.ún tipo de restricciones a los . ~ 

rrusmos por razones derivadas del ámbito normativo coordinado. excepto en los 
supuestos previstos en los arts. 3 y 8». 

Por contra. cuando el servicio es prestado por un PSI establecido en un tercer Esta­
do. resulta aplicable el art. 4 LSSI: «Los prestadores que dirijan sus servicios. especí­
ficamente al t~rritorio español quedarán sujetos. además. a las obligaciones previstas 
en esta Ley. Siempre que ello no contravenga lo establecido en tratados o convenios 
internacionales que sean aplicables». La disposición resulta lógica puesto que. en estos 
casos. salvo que exista un convenio o tratado internacional, el Estado español no est:í 
obligado a garantizar la libre prestación del SSI. 

La obl igación de hacer re.~petar el mandato de la <<Cláusula de mercado interior>• 
corresponde a todas la autoridades públicas. incluidos los tribunales de justicia::s. El 
legislador debe adoptar. como ha hecho en la LSSI. las medidas legislativas necesarias 
para que el mandato de la Directiva se cumpla. Pero también están obli"'ados a dero­
gar o modificar aquellas medidas que puedan generar obstáculos a la libertad de cir­
culación de SSI. La autoridades administrativas deberán fiscalizar la conformidad con 
la legalidad vigente de los PSI establecidos en nuestro país y de los servicios que pres­
ten. y deber:.ín abstenerse de tomar medidas contra ssr prestados por prestadores esta­
blecidos en otros Estados miembros que vayan en contra de la libre prestación de ser­
vicios. Y. por último. los tribunales de justicia deberán tomar la «cláusula» en consi­
deración a la hora de resolver los litigios que ante ellos se sustancien. La cuestión es 
cómo: ¿están obligados a aplicar la ley española cuando el servicio se preste desde 
España y abstenerse de aplicar aquellas nonnas que obstaculizan la prestación de ser­
vicios desde otros Estados miembros? 

DEROCAClONES A LA «CLÁUSULA DE MERCADO iNTERIOR»: MATERIAS 
EXCLUIDAS Y «RAZONES DE INTERÉS GENERAL» 

Antes de contestar a esa pregunta. deben tenerse en cuenta que existen ciertos 
supuestos en los que la «cláusula de mercado interior>> no resulta aplicable. por lo que 

'' Vid. SSTJCE de 13 noviembre 1990. C· l 06/89. Mar/ea.,in¡; c. La Comacial. Rcc. 1990. pp. 4135 v ss: 
de 14 julio de 1994. C-91192. Faccini Dori c. R"crcb. Rcc. 1994. pp. l-3325 y ss: y de 27 j unio de 2000. c:240 
a 244198. Oceano Grupo c. Rociu Murciww. Rcc. 2000. pp. l-4941 . 
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los Estados miembro distintos del de origen no están obligados a garantizar la libre 
prestación de SSI: a) cuando la medida le2:islativa esté referida a una de las materias 
excluidas del «ámbito coordinado»: b) cu;ndo la medida. aunque no está excluida. se 
refiere a una de las cuestiones a las que la «cláusula de mercado interior>> no les resul­
ta aplicable: e) cuando. la medida. aunque le resulta aplicable la «cláusula». puede jus­
tificarse en «razon<::s de interés general». 

a) Como se ha dicho. la «Cláusula de mercado interior» no resulta aplicable a las 
materias excluidas del ámhiro coordinado de la Directiva. No obstante. el legislador 
español si ha incluido las materias enumeradas en el art. 1.5 de la Directiva del «ámbi­
to normativo coordinado» de la LSSP . Esta extensión del ámbito de actuación del 
principio de control en origen es compatible con el Derecho comunitario3o y conlleva 
que la Ley resulta aplicable a PSI establecidos en nuestro país dedicados a los juegos 
de azar o a las actividades de notarios o abogados realizadas por medios electrónicos. 
Asimismo. esto implica la extensión del control en origen a materias fiscales. de pro­
tección de datos personales o de catteles. No obstante. esto no impide a España res­
tringir la prestación de SSI provenientes de otros Estados miembros mediante medidas 
referidas a estas materias. ni al resto de Estados miembros limitar la prestación de ser­
vicios provenientes de España por ese mi smo tipo de medid:1s aunque su legalidad 
haya sido controlada en origen. 

b) De acuerdo con el art. 3.3. existen ciertas materias incluidas en el •<ámbito coor­
dinado» a I:J.s que no les resulta aplicable la «cláusula de mercado interior>•. Las encon­
tramos en el Anexo de la Directiva: derechos de autor. derechos afines y derechos men­
cionados en la Directiva 87/54/CEP' y en la Directiva 96/9/CE3~. así como a los dere­
chos de propiedad industrial: emisión de moneda electrónica por parte de instituciones 
a las qut: los Estados miembros hayan apl icado una de la~ excepciones previstas en el 
apartado 1 del artículo S de la Directiva 2000/46/CP3: apartado 2 del articulo 44 de la 
Directiva 85/61 1/CEP': artículo 30 y título IV de la Directiva 92/49/CEPs. título IV 
de la Directiva 92/96/CEE~. artículos 7 v 8 de la Directiva 88/357/CEE-'7 v artículo 4 
de la Directiva 90/61 9/CEE~: libertad d~ las partes de elegir la legislación. aplicable a 
su contrato: obligaciones conu·actuales rel:.ttivas a contratos celebrados por los consu­
midores: validez formal de los contratos por los que se crean o transfieren derechos en 
materia de propiedad inmobiliaria: en caso dt: que dichos contratos estén sujetos a 
requisitos formales obligatorios en virtud de la legislación del Estado miembro en el 

"' Vid. Anexo a 1:. LSS J. 
'4.1 Los E.'tados miembro~ son libres p~r:..~..:xtcndcr 1:..~ ~1pl icación de una dirccLiv:.a m:l.' :.J.! l:í. dd :J.mbito c:~tablc· 

e ido en lo mi"""· STJCE de 1-l de ma~t.o 199 1. C-36 1/89. Di Pi m o. Rce. 1991 p. 1· 11 89. 
' ' DOCE L 2-l de 27 enero 1987 
·" DOCE L 77 de 27 marzo 1996. 
" DOCE L 175. de 27 ocJUbrc 2000. 

:u DOCE L 375. de 3J diciembre 19S5. 
"' DOCE L 218. de 11 agosto 1992. 

"' DOCE L 360. de 9 diciembre 1992. 

" DOCE L 1 72. de 4 julio 1988. 

"' DOCE L 330. 29 noviembre 1990. 
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que esté situada la propiedad inmobiliaria: licitud de las comunicaciones comerciales 
no solicitadas por correo electrónico'9• 

El hecho de que el art. 3.1 LSSI establezca que la Ley «será de aplicación a los 
PSI establecidos en otro Estado miembro de la UE o del EEE cuando el destinatario 
de los SSI radique en España y los servicios afecten» a una serie de materias que repro­
ducen. en parte. las cuestiones de dicho Anexo.¡(). responde. precisamente. a que. en 
ellas. el legislador español no está obligado. por la «cláusula de mercado interior>>. a 
garantizar la libre prestación del servicio. 

e) Por último. el art. 3.4 de la Directiva autoriza a las autoridades competentes a 
tomar medidas referidas a materias que forman parte del <<ámbito coordinado>> que, 
aunque constituye una restricción a la libre prestación de servicios. están justificadas 
en <<razones de interés general>> y reúnen una serie de condiciones. Tal y como está 
redactada la disposición y la norma de incorporación al Derecho español - art. S LSSI­
parece que sus destinatarios sean autoridades administrativas o judiciales encargadas 
de sancionar una determinada actividad ilegal. No obstante. aunque no se diga expre­
samente, la disposición también resulta aplicable a tribunales civiles que estén cono­
ciendo de procesos contradictorios derivados de un SSI. Así parece interpretarse del 
Considerando 25 de la Directiva. Esta circunstancia requiere una lectura adaptada de 
la norma. 

El art. S. 1 LSSJ autoriza a nuestros tribunales a aplicar normas que. en principio. 
puede obstaculizar la libre prestación del SSI. Para ello. no basta con que la norma tenga 
una naturaleza imperativa~ 1 • Es necesario que esté fundamentada en una de las siguien­
tes razones de interés general: a) orden público. la investigación pen:J.l. la seguridad 
pública y la defensa nacional: b) protección de la salud pública o de las personas físi­
cas que tengan la condición de consumidores o usuarios. incluido cuando actúan como 
inversores: e) respeto a la dignidad de la persona y al principio de no discriminación por 
motivos de raza, sexo, religión. opinión, nacionalidad. discapacidad o cualquier otra cir­
cunstancia personal o social: d) protección de la juventud y de la infancia. 

:w La exclusión de c:~t~ materias Sl! justifica. en uno~ ca.."O;t~. en 1:-t falta de la arrnoni:t:.ación necc~tri~t entre 
I:L..; lcgi:\lacioncs de los Est:tdos miembros para poder impl:mtar el principio de libre prestación de $Crvicios. En 
otros. en la inco mpatibilidad de 1:.~ «cláu:~ul~» rnerca.do interior con alguna.' de las dircctiv:L-.. cnumcmdo.s como 
consecucnci~ de que otorg~n a las autoridades del pais de destino funciones de supervisión. Así. por ejemplo. Jo 
inclusión de la.s ~oblig:lciones relativas a conlrJtos celebrados por los consumidores~) responde a que existe n un 
gran núrncro de directivas comunitarias en la m;1teriá que permiten a los Estados miembros adoptar medida.~ más 
severas t:n favor de los consumidores. Por dctinición.la <<cl:lu:;ula de rnercado interior>) es incomp:uible con ~.:stas 
directivas. Del mismo modo. la cl:iusulu tampoco rcsult:.t u.plicable t:n matc:ri:t de comunicaciones comerciales no 
solicit:td:t' porque el un. 7. 1 de la propi:1 Directiva sobre comercio electrónico otorgl libertad a los E. 'lados miem­
bros p:1ro. regular la cuc:;tión. 

40 ~1) dert:chos dt; propicd:.td inlclcclu;.tl o industrial: b) emisión de publicidad por instituciones de inversión 
colectiv~: e) activid~d de seguro di recto reali%.1da en régimen de derecho de establecimiento o en régimen de libr• 
prestación de servicios: d) obli:;:1cioncs nacida...; de los contratos cclcbr;.¡dos por personas fisic;1s que tensan la con­
dición de consumidores:~) régimen de elección por i:l< p~rtcs contr:nantcs de la Jcgisl:tci6n aplicable a su con· 
trJto: f) licitud de las comunic:~cioucs comcrci~lcs por correo electrónico u otro medio de comunicación clcctró· 
nic~1 equivalente no soliciwdas. 

" STJCE de :!3 noviembre 1999. C-396/96 y C-376/96. Arblade. Rcc. 1999. l-8453. ap. 31. 
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La medida no puede tener un carácter general sino que debe adoptarse contra un 
SSl determinado. circunstancia que, en el marco de un proceso judicial civil. queda 
garantizado. Además. de acuerdo con el art. S.3 LSSL debe ser adoptada en atención a 
~riterios de objetividad. proporcionalidad y no discriminación. Por último, deberá ser 
notificada a la Comisión Europea - art. S.4 a)-~" para que examine su compatibilid:J.d 
con el Derecho comunitatio~'. Dicho examen no tendrá carácter suspensivo pero. en 
caso de resultar negativo. obliga a España a abstenerst: de tomar esas medidas en el 
futuro y. de ser posible. a poner fin lo antes posible a las adoptadas. 

A pesar de estas exct:pciones a la «Cláusula de mercado interior>>. en palabras de 
la doctrina. su incidencia en la regulación de los SSI transfronterizos es innegable.¡.:. 
No obstante. existe desacuerdo sobre su alcance y sobre cómo deben aplicarla. en la 
prúctica. los tribunales de justicia. Esta circunstancia conlleva que el objetivo de la 
Directiva de crear un marco jurídico sencillo. clm·o y seguro para lograr un desarrollo 
sin trabas del comercio electrónico -Considerando 60- deba ser puesto seriamente en 
dud:1 si no se alcanza una respuesta uniforme a la cuestión que nos ocupa. 

TEORÍAS ACERCA DE LA INCIDENCIA DE LA «CLÁUSULA DE 
MERCADO INTERIOR» EN LA REGULACIÓN DE LOS SERVICIOS 
DE LA SOCIEDAD DE LA INFORMACIÓN TRANSFRONTERIZOS 

La incidencia de 1:1 «cláusula de mercado interior» en la regulación de los SSJ 
intracomunitarios es diferente según que el li tigio se presente ante los tribunales del 
Estado miembro de origen del servicio (A) o ante los tribunales del Estado miembro 
de destino (8). Los primeros est:in obligados por el mandato principio de control en 
origen. los segundos por el mandara de reconocimiento mutilO. 

La~ teorías acerca de esta cuestión se dividen en dos grupos: las conflicrualistas. lla­
mados así porque consideran que la <<cláusula>> puede conllevar un cambio en la ley apli-

.1! En cl m~1rco d!.! un procc~o j udici:.tl en m:.1rcha. rcsu lt~ irnposíbleo: cun'lplir con cl t"t:quisilO d.: t:.."l:.l di~po;t~ Í­

ción de requerir al Est.~do de destino par• que ~dopte l:c' medidas oportunas. No obstlntc. la d~cisi6n si deberá 
ser noti ficad~ a la Comisión Europea por ,,oJ órgano de la Administración central competente parJ 1~ comunica­
ción v transmisión de información a b Comunid~d Europc:.t». E!\ta disposición parece excluir esta obligación <(del 
:imbiÍo de los procesos jud ici:~ l es>• . El kgislador nacional se equivoca: la obligación existe. De hecho. la Comi­
sión ha n:cibido la notilic;tción de . al menos cinco ca.sos en los que la «cl:.íusukl>) mercado interior h:.l dej ado de 
aplicarse en mención a l Art. 3.4 de la Dircc liva. Vid. Primer lnjol'me de la Comisión sobre la uplicaciiín de /u 
Directiva 200013 /ICE del Par!umentl) y del Consejo. de S de ju11il) de 2000. relati1·a a derermirwdl)S aspecws 
jurfdicos de los servicios de la socü:dtu.l tic: la i11jormac:ióu. en particular d comercio electrónico <'11 el mcrcaclu 
interior (Directimsobre el comercio dcctrtJu;co). Doc COYI(2003). 702 1inal. p. 9. 

" La Comisión deber:. dictamin~r la compatibil idad de la medida con el Derecho comunitario (:u-t. 3.6 Direc· 
ti va 2000/3 1 ). Para ello tcndr::1 en cuenta las condiciones csw.blccid~L~ en el art. 3A (:1) - además de las r.Jzonc;t~ 

expuestas. que ~1 SS! conu·a d que se adopta debe pr~sentar un rics~o serio y ~r:tvc (ii) y ser proporcion~das con 
sus objetivos (i ii}- y las establecidas por la jurisprudencia del TJCE (por todas. ;·id. STJCE de 25 j ulio 199 1. C-
228/89. Cuuda. Rcc. 1991. p. 1-.J007 y ss): a) existencia de mzoncs de intcré.' ¡;.cncr.tl: b) no di>criminaci6n: e¡ 
no sol :~pamicnto. y: d) proporcionalidad p:lr.llo cual es preciso dctemlinar la adecuación de la medida al objcti· 
vo pcrs~guido y la imposibilidad de sustitución por medida menos restricliva. Pam una minuciosa cxp l ic~lción de 
estas condiciones \'id. l:l ComwliCación de lu Comisión - Aplicación a le~· sc,v iciosjitumcicros de los Apartados 
4. 5 y 6 del articulo 3 de la Directiva sobre comercio clcctrt5nico. Doc COM(2003) 259 iinal. 

"" Vid. rvt. FAu .o :-.; y J. MEeusE.~. ~~e commcrce ... » . 2002. p. 4.79. 
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cable al litigio. y las susumrivisws. denominación otorgada porque. para estos autores. la 
<<Cláusula» únicamente puede afectar a las normas materiales del Derecho nacional 
designado por las normas de conflicto o a las normas internacionalmente imperativas. 

PUESTA EN PRÁCTICA DE LA «CLÁUSULA» POR EL JUEZ ESPAJ\'OL CUANDO ESPA:'IA 
ES EL Esr..-..oo DE ORIGEN DEL SSJ: PRL'ICIPIO DE CONTROL EF' ORIGEN 

Teorías conflictualistas 

De acuerdo con las teorías conjlictualistas. el principio de control en origen del 
art. 3.1 conlleva. salvo para aquellas cuestiones enumeradas en el Anexo de la Direc­
tiva. la sustitución de las normas de conflicto aplicables por el Derecho del Estado de 
establecimiento del PSJ. lo.lex originis'5. 

En este sentido. cuando un juez esp:u1ol conozca de un liligio referido a un SSI 
prestado por una person:1 que reside o que est5 establecida en España. de acuc::rdo con 
el art. 2. 1 LSSI. debería aplicar el Derecho imerno españo/"4. Esta interpretación 
encuentra apoyo en el art. 26 de la propia Lc::y que establece que «[p]ara la determina­
ción de la ley aplicable a los contratos electrónicos se estará a lo dispuesto en las nor­
mas de Dipr del ordenamiento jurídico esp:1ñol. debiendo tomarse en consideración 
para su aplicación lo establecido e11 los artículos 2 y 3 de esra Ley». Asimismo. la 
Exposición de motivos de LSSI insiste en que «el lugar de establecimiento del presta­
dor determina la ley y las autoridades competentes para el control de su cumplimien­
to. de acuerdo con el principio de la aplicación de la ley del país de origen que inspi­
ra la Directiva 200013!>>•7• 

Las únicas excepciones a la apUcación de la le.x originis vendrían establecid:~s en 
el Anexo de la Directiva: los derechos de propiedad industrial e intelectual. la libettad 
de las partes de elegir la ley apücable al contrato. la validez formal de los contratos 
sobre bienes inmuebles. las oblig:1ciones derivadas de los contratos celebrados por los 
consumidores. etc. 

Esta interpretación del principio de control en origen es sostenida por la práctica 
tot:llidad de las empres:~s de servicios de la sociedad de la información puesto que la 

"Entre OlfO>. vid. E. CK.IliiT. «1.:. dircclivc ... » . 2000. pp. SOO·S03; M . FAU.ON y J. M~:t.l:Sill'. «Lecommcr­
cc ..... 2002. p. 482: R. Juu-1 BAr:CELO. E. Mo,,·n;Ro y A. S,ll.AUN. «La Propo>ition de Directivc Europ<énne sur· le 
eornmcrcc clcctrOniquc: quc,tion> choi>i"'>"· en A;\ VV. Conurt<•rcc Elcctronique: le;·temps des certitudes. Bruy­
l:ult. Bruxclks. 2000. p. 29: A. PAr.ACto VAt.U.J..ERDU:<or. «le cornmercc électroniquc. lcjuge. le con>ornm:ucur. 
l'cntreprise et le March~ intéricur: nouvclle ~-quation pour k droit eomrnunaut:lirc». RDUE. 2001. pp. 5-26. esp. S: 
M. Wt:RMEER. «Vnfair compclition on thc intcmct: d1e Dutch p<:r>peetivc" en F.W. Gr¡osrreroE y K. BoEw-WOFJ."' 
(Eds). Eumpcwr Prívate Law 199912000. E·Commercc lssw:. Lcystad. Koninklijkc Vcrmandc. 2000. p. 1 S 1. Con 
c:.r.íctcr general. vid. L. RADICA TI [)l Br:ozoco . .ú.'influencc sur les con ni~ de lois de> principes de droil cornmu­
naul!lirc en maticrc de libcrt¿ de citculation~. Rcv. Crit. Droit. t111. Privé, vol S2. 1993. pp. -101-12~. e.<p . .:OS . 

.. P:lr:l E. CKARIT. «L:l directivc ... • . 2000, pp. SOO. •<l'opcr:lteur sera tr.tité commo s'il s·~gissait d'une ,itua· 
lion purcmcnt nation:.dc>, .. 

'
7 En otr•s norma.< de incorpor.ci6n. la adopción de b !ex originü es todavía rn :C. ~.:vidantc. !!1 art. 2.4 de la 

Ley luxcmbur¡;uc.<a de 14 de agosto 2000 (JO A - núm% du S septcml>rc 2000. p. 2176) establece que: ~la loi 
du licu d 'éubli~cmcnt du prcst::nairc de scrvicc!-1 !lla société d~ l'infom1ation s"::1ppliquc aux prestat~ircs et aux 
scrviccs qu'íls presten!». Disponibh: en hnp·//www ¡r;liPil cnn1 
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aplicación de la lex origini~· implica que todas las actividades que llevan a cabo están 
gobernadas por una misma ley. su ley. con d ahorro en costes de información y el 
incremento en la seguridad jurídica que ello les supone. De esta manera. además. se 
f:~ciJito. lo. rápida consolidación del mercado interior de los SSI: la posibilidad para los 
PSI de prestar sus servicios en otros Estados miembros como si los prestara en su pro­
pio Estado deja de ser uno. utopía para ser una realidad. Asimismo. parece tener la ven­
taja de su fácil aplicación en la pdctica: para solventar cualquier litigio derivado de la 
prestación de SSI. el juez competente debe aplicar la ley elegida por las partes o la ley 
del Estado miembro donde está establecido el PSI. 

La teoría. sin embargo. choca con dos importantes escollos. Por un lado. la equi­
paración del principio de control en origen con la aplicación de la ley material de ori­
gen requeriría que las norma~ de Dipr no estuvieran incluidas en el <<ámbi~o coordina­
do>> de la Directiva. Así lo defiende E. CRABIT. para quien «une interprétatiOn du para­
graphe 1 de l'article 2 qui laisserait la possibilité ~un jugc dans le pays d'origine. a 
travers le jeu des rt!gles de renvoi de son pays. de soumettre un prestataire a une mul­
titude de lois matérielles des 15 États membres (ou d ' autres) irait directement ~ l'en­
contre des objectifs poursuivis par la directive>>-lll. 

Sin embargo, esta interpretación no resulta sostenible. En primer lugar. porque entre 
las materias excluidas en el :ut. 1.5 de la Directiva - las cuales deben ser interpretadas 
restrictivamente-. no se incluyen las normas de Dipr. En segundo lugar. porque el prin­
cipio de control en origen no impide a un Estado miembro. si lo considera más apro­
piado. que la legalidad de ciertos aspectos de un SSl prestado desde su territorio se rea­
lice aplicando leyes extranjeras design:1das por las normas de conflicto del foro. 

Por otro lado. la sustitución de las normas de conflicto existentes por la /ex origi­
nis entra en conflicto con lo que establece el art. 1.4 y el considerando 23: «no es obje­
to de la presente Directiva· fijar normas adicionales de Dipr relativas a conflictos entre 
legislaciones [ ... ]>> . 

M. FALLÓ!': y J. MEEUSEN restan importancia a esta disposición porque fué introdu­
cida muy tardíamente como solución de compromiso. El simple hecho de que la Uber­
tad de las partes de elegir la ley aplicable al contrato haya sido incluida en el Anexo de 
la Directiv:~ demuestra que. t:fectivamente. la «Cláusula de mercado interiof)> afecta a 
las normas de conflicto. Asimismo. estos autores consideran que el hecho de que la 
Directiva no establezca normas de Dipr adicionales. no implica que la D irectiva no 
pueda suprimir las existentes a partir de una norm:~ positiva supletoria: la /ex originis-'9 . 

Por su parte. E. CRABIT af.trma que la <<cláusula de mercado interior» no es una norma 
de Dipr si.no una norma imperativa de Derecho comunitario y que. por tanto. no se con­
tradice el espíritu de la Directiva50. 

Ninouno de estos argumentos es sostenible: resulta imposible negar que. en la 
práctica~ esta interpretaciÓn del art. 2.1 y 26 de la LSSI conllevaría una derogación de 

" Vid. E. CkAIIIT. ~L:l directive ... •. 2000. p 803. 
•• Vid. :Vl. r:,,u.o, y J. MEECSE.~. •Le eommcrcc ... ». 2002. p. 4::>3. 
"" Vid. E. CR,wt·r. «L:t dircctive ... • . 2000. p 799. 
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las normas de conflicto aplicables a los SS! incompatible con el mandato comunitario 
dc::l art. 1.4 de la Directiva. Si bien los efectos en materia de:: contratos no serían consi­
derables. sí que lo serían en materia de contratos celebrados por los consumidores y en 
materia de responsabilidad extracontrdctual. 

a) En materia de contratos entre profesionales. de acuerdo con el Anexo de la 
Directiva. la «cl:íusula de mercado interior>> no afecta a la Ubertad de las partes de ele­
gir el Derecho aplicable a la relación. Por consiguiente. de acuerdo con la teoría con­
fl ictualista. el art. 3 CR resulta plenamente aplicable en el comercio electrónico busi­
ness ro bu~·iness. En defecto de electio /egis. el juez español aplicará la ley más estre­
chamente vinculada (art. 4 CR) que. atendiendo a la presunción del apartado segundo. 
será la del Estado miembro donde está establecido el PSI -España- pues resulta ser el 
prestador característico. Es difícil imaginar supuestos en los que una prestación de SS! 
presente una vinculación más estrecha con un tercer Estadu51 • por lo que. se aplique el 
art. 4 o el art. 2.1 LSST. será aplicable L:1 lex originis. 

En materi:l de forma del contrato. la ley del Estado de establecimiento del PSI es 
una de l:ls varias conexiones alternativas que el art. 9 establece para los contratos cele­
br:Jdos entre ausentes. Ahora bien. según esta teoría. el art. 2. 1 LSSI obligarí:¡ al juez 
español a aplicar la le.x originis. circunstancia que contrawmdría lo esrablecido en el 
arr. 1.4 de la Directiva y que. además. no sería compatible con el principio de favor 
negorii imperante en la materia 

b) En materia de contr::aos celebrados por los consumidores en Internet -business 
ro conswner-. la «Cláusula de mercado interior>> no afecta a lo que puedan establecer 
los Estados sobre obligaciones contractuales relativas a estos contratos. noción que. de 
acuerdo con el considerando 56. «incluye la infonnación sobre elementos esenciales 
del contenido del contrato. incluidos los derechos del consumidor. que tengan una 
influencia detenninante sobre la decisión de celebrarlo». Es decir. la «cláusula» no 
puede obl igar a nuestros tribunales a que. tal y como establece el art. 5 CR. con inde­
pendencia de la elección de ley. dejen de apl icar las disposiciones imperativas del Esta­
do de residencia del consumidor destinatario de los servicios. 

Ahora bien. en defecto de e/ecrio legis. se aplica la ley de la residencia del consu­
midor. se refiera ésta o no a aspectos recogidos en el Anexo. La obligación para el jue<. 
español de aplicar su ley. en atención al art. 2.1 LSSI. iría en contra del art. 1.4 y del 
considerando 55 que establece que «la presente directiva no afecta a la legislación apli­
cable a las obligaciones contractuales relativas a los contratos celebrados por los con­
sumidores». Lo mismo ocurriría con la ley aplicable a la validez formal del contrato 
puesto que el art. 9.5 CR designa la aplicación exclusiva de la ley del Estado de resi­
dencia habitual del consumidor. 

e) En materia extracontractual. los efectos prácticos de aplicar esta teoría son toda­
vía mayores. Dejando a parte las materias incluidas en el Anexo de la Directiva y el 

" Un supueslo s~ria aquel en el que el PSI ere:~ la apariencia de que c.<l:Í esl;!blccido en otro Estado miem­
bro a panir de la conligur:tción del website. Vid. P. DE M1CUEL ASENSIIJ, Dercclto privudu de l11ternet (3" Ed). 
Madrid. Civila.<. 2002. p. 512. 
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art. 3.1 LSSI -infracciones de derechos de propied::1d intelectual e industrial. protec­
ción de datos personales-. de acuerdo con los conflictualistas. el art. 2.1 LSSl obliga­
ría al juez español a sustituir. en muchas ocasiones. la norma de conflicto aplic::1ble por 
la ley española. 

Efectivamente. así ocurrirá. por ejemplo. cuando se aplicase el art. 10.9 1 CC o la 
regla general del art. 3 de la Propuesta de Reglamento Roma 11: el juez español debe­
ría aplicar la ley española. en vez de la lex loci delicri commissi -entendida como la 
ley del país donde se produce el daño. cualquiera que sea el país donde el hecho gene­
rador se produce- . si el PSI estuviera establecido en nuestro país. 

Del mismo modo. a la hora de regular la responsabilidad extracontractual deriva­
da de una publicidad engañosa o desleal. el juez español estaría obligado a sustituir la 
h::y del país en cuyo territorio los intereses colectivos de los consumidores han n:sul­
tado afectados -art. 4 LCD y art. 5 Reglamento Roma 11- por la ley española si el PSI 
estuviera domiciliado en España. 

En ambos casos. aceptar estos cambios en la norma de cont1iclo aplicable alclll'-1· 
ría contra el mandato impuesto a los Estados miembros por el art. 1.4 de la Directiva 
2000/31 y. además. podrí::1 llevar;:¡ la aplicación de la ley española a supuc:stos que prc:­
sentan una escasa vinculación con nuestro ordenamiento. 

En fin. aparte de la inconciabilidad con el dictado de la Directiva. esta teoría resul­
ta insostenible porque conlleva un tratamiento diferenciado de los SS! inrracomunita­
rios que resulta injustificable. 

a) En primer lugar. un litigio derivado de un servicio imracomunirario prestado 
por medios tradicionales va a recibir una respuesta jurídica diferente que si el servicio 
hubiere sido prest::ldo por medios elecrrónicos. Para conocer de una difamación por 
artículo de prensa en un periódico español que se distribuye en Francia y que atenta 
contra la dignidad de un residente es Francia. el juez español aplicaría la ley francesa. 
mientras que. si el artículo se contic:ne en la página web de una proveedor est:lblecido 
en España. se regularía por el Derecho francés. El tratamiento diferenciado en atención 
al medio utilizado resulta completamente injustificado y atenta contra el <<principio de: 
neutralidad tecnológica>> imperante en la regulación del comercio electrónicos2• 

Se podría argumentar que esta crític::l es refutable puesto que el principio de con­
trol en origen. en materia de prestación de servicios transfronterizos. viene impuesto. 
con car:ícter general. por el art. 49 TCE y. de llegar a adoptarse. por la Directiva rela­
tiva a los servicios en general. En cualquier caso. el régimen jurídico de la <<cláusula 
de mercado interior>> es diferente:: en la Directiva de comercio electrónico por Jo que. 
aun aceptando estas afirmaciones. el tratamiento diferenci::1do seguiría existiendo. 

b) En segundo lugar. se: observa un tratamiento diferc:nte entre los SSr con car:íc­
ter exrracomunirario. a los que resultarían aplicables las normas de conflicto estable­
cidas en el CR. Propuesta de Reglamento Roma JI o sistemas de Dipr autónomos. y los 
SSI con carácter inrracomunirario. a los que resultaría aplicable la !ex originis. Si bien 

" Vid. R. lu=·As ÜKTII., /Jerechu de fu CUIL/rlll<ldtin dertrÚIIÍL'u. Madrid. C.:ivitas. 2001. p. 50. 
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es cierto que en la segunda categoría de situaciones están en juego objetivos diferen­
tes a Jos que existen en la primera -establecimiento del mercado interior-. entiendo 
que no resulta justificado un cambio en la ley aplicable para garantizar una regulación 
ajustada a este objetivo eo los SS! incracomunitarios. Para ello está el mandato de 
reconocimiento mutuo. 

Teoría sustantivista 

Para 1::t teoría sustantivista. el principio de control en origen obliga al juez del Esta­
do donde está establecido el PSI a aplicar su propio ordenamiento para verificar el 
cumplimiento de los requisitos legales que forman parte del «ámbito coordinado>>. 
Ahora bien, entre esas disposiciones legales del ordt:namiento del Estado de origen se 
encuentran también las normas de Dipr. Es decir. para otorgar una respuesta jurídica 
al litigio el juez español deberá aplicar las normas internacionalmente imperativas del 
foro. el Derecho designado por las normas de conflicto del ordenamiento español y. en 
su caso. podr:í dar efectos a normas de intervención de terceros Estados. 

En este sentido. el art. 2.1 LSSI constituye una norma de extensión que declara la 
aplicación internacionalmente imperativa de las disposiciones de la Le~ .«a los PSI 
establecidos en España va los servicios prestados por ellOS>> y «a los servtCIOS que PSI 
establecidos en otros Estados miembros ofrezcan a través de un establecimiento per­
manente situado en España>•. Muchas de estas disposiciones están destinadas a prote­
ger al contratante débil u otros intereses generales. Por lo tanto. deben resultar aplica­
bles con independencia de la voluntad de las pat1es y de la /ex causae: obligaciones y 
régimen de responsabilidad de los PSI - arts. 9 a 17-: comunicaciones comerciales por 
ví~ electrónica -arts. 19 a 22-: contratación electrónica -ans. 23 a 29- . 

Ahora bien. el carácter internacionalmente imperativo no puede generalizarse a 
toda la LSSI. Por un lado. no tiene sentido atribuir este car:ícter. por ejemplo. al art. 
1 8. destinado a promover la elaboración y aplicación de códigos de conducta. o al art. 
32. solución extrajudicial de liúgios. Por otro lado. algunas de sus disposiciones decla­
ran. ellas mismas. su carácter dispositivo: así ocurre. por ejemplo. en el at1. 27.2 a). 
para la obligación de información previa al inicio del proceso de contratación. o en el 
art. 28.3 a). para el deber de contirrnar la recepción de la aceptación. en los contratos 
celebrados entre profesionales. Estas últimas disposiciones únicamente actúan como 
iu~· cogens cuando el destinatario de los SS! es un conswnidor. 

Para re!!Ular el resto de materias incluidas en el «ámbito normativo coordinado» 
de la LSSI ':.Letra (i) del Anexo: todas las materias excepto las expresamente exclui­
das- , el juez espao.ol deberá aplicar el Derecho interno designado por las normas de 
conflicto de nuestro ordenainiento. 

El art. 26 de la LSSI. por lo tanto. se limita a recordar algo que ya es conocido: a) 
que la determinación de la ley aplicable a los contr:l.tos electrónicos hay que Uevar~a a 
cabo en atención a las normas de Dipr del foro: b) que. de acuerdo con el art. 2. Cier­
tas normas de la LSSI se unen a aquellas otras normas internacionalmente imperativas 
del ordenamiento español que resultan aplicables con independencia de la lex causae. 
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La presente teoría es respetuosa con el art. l .4 ?e la Di~ectiva - puesto qu~ no esta­
blece normas adicionales de Dipr- y con la neces1dad de tnterpretar restncttvamente 
las materias excluidas del <<ámbito coordinado>> en el art. 1.5 para facilitar la li.bre cir­
culación de SSI. Asimismo. se respeta el principio de <<neutralidad tecnológicO.>>: ~1 
Derecho aplicable a las relaciones jurídicas del mundo digital es el mismo que el aph­
cable a las relaciones en el mundo real. En tin. los SS! intracomunitarios y los extra­
comunitarios son regulados en atención a las mismas normas de conflicto por lo que 
se garantiza una igualdad de trat:uniento. 

Se puede sostener que esta teoría vacía de contenido el princip~o de control ~n .ori­
"'en. No es cierto: este mandato resulta imprescindible para garantizar el cumphrrueo­
;o del reconocimiento mutuo. Éste es el objetivo principal. enunciado en el art. 49 
TCE. que la «cláusula de mercado interior>> está destina~ a salvaguardar. Par~ llevar­
lo a cabo. es preciso que las autorid:tdes del Estado de ongen contr~len 1~ Iegabdad ~el 
prestador y del servicio. Para ello. aplicarán su propio Derecho o. st su stster;na ~e D1pr 
Jo considera necesario. un Derecho extranj.:ro. Esto úlúmo sólo ser:i necesano st el ser­
vicio se ofrecerá a destinatarios domiciliados en terceros Estados. 

También puede decirse que la teoría no favorece a los PSJ puest? que no todas s~s 
relaciones jurídicas van a ser reguladas por la lex origi11is. Se co~s1de~a ~u~ esta Cir­
cunstancia incrementa sus costes de información y reduce su segundad Jundica. Ahora 
bien. Jos suyos no son los únicos intereses que el legislador comunit~io.d~be tom~ en 
consideración a la hora de regular los SSI intracomunitarios. En rru optntón. lo~ L~te­
reses de Jos PSI están suficientemente protegidos mediante el mandato reconocumen­
to mutuo. Si el leg;islador comunitario realmente quisiera aplicar la lex originis a los 
SSJ intracomunitc7rios. por Jos beneficios que esta solución conlleva. debería ~stable­
cerlo expresamente a partir de una norma de conflicto especial. y no a parttr de la 
«puerta de atr'..tS>> del principio de control en origen. 

Del mismo modo. tampoco puede afirmarse que la teoría conflictualista genera 
seguridad jurídica y la sustantivista no: el juez del Est:tdo de orig~n va a aplicar a .esas 
relaciones las mismas norm:ts de conflicto que se aplican a cualquter otro upo. d.e ~t.rua­
ciones privadas internacionales. Si esto conllevara un d.etriment~ en la p~evtslbthdad 
de soluciones habría que cambiar las normas de conflicto medtante un mstrumento 
específico de Dipr. no a partir de la «cláusula de mercado interioo>. 

Por úlúmo debe mencionarse una cuestión que puede suscitar dudas acerca de la 
consistencia de la teoría sustantivista: ¿si la <<cl:iusula de mercado interioo> no afecta 
a las normas de coriructo. por qui era necesario incluir la libertad de las partes. de ele­
gir el Derecho aplicable al contrato en el Anexo de la Direcúva? Resulta pos1ble dar 
dos explicaciones al respecto. 

a) La inclusión de esta cuesúón en el Anexo fue una solución de compro~so para 
sacar la Dirccúva 2000/3 1 adelante y relegar la discusión de la interpretación de la 
<<cláusula» a instancias posteriores5>. 

"'Así lo :ltirm~n E. CR,\IUT, «La Dirc.:ctivc ... » . 2000. p. S03 y M. FALLO~-J . MU!~.SC:'I, ·<L~ commcrcc clcc­
tronique ... » . 2002. p. ~83. ~unqu< m.mticncn un" interprcwción contr.tria a b que aqut se sostrcnc. 
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b) Su inclusión está destinada a permitir a los Estados de destino imponer restric­
ciones a la libertad de las partes de elegir el Derecho aplicable al contrato. Debe recor­
darse que el art. 8.2 del CR permite a las partes invocar la ley de su residencia habitual 
para establecer que. de acuerdo con las circunstancias del caso. de su comportamien­
to no es razonable determinar su consentimiento al acuerdo. Si el Anexo no hubiera 
incluido esa mención el Estado de destino estaría obligado a reconocer la elección de 
ley en el SSI. impidiendo al contratante domiciliado ~n su territorio hacer uso de la 
facultad que le ofrece la disposición convencional. 

PUESTA EN PRÁCTICA DE LA «CLÁUSULA» POR EL JUEZ ESPAÑOL CUA:-.IDO 
ESPAÑA ES EL ESTADO DE DESTINO: PRINCIPIO DE RECONOCIMIENTO MUTUO 

Teorías conflictualistas 

Dentro de las teorías conflictualistas. existen varias interpretaciones del segundo 
mandato de la <<Cláusula de mercado interior» al que está obligado el juez español 
cuando España es el Estado de destino del SS!. Me refiero al principio de reconoci­
miento mutuo o principio de libre prestación de servicios establecido en el art. 3.2 de 
la Directiva. 

Para unos5J, esta disposición obliga al juez a aplicar la ley del Estado de origen a 
todos los aspectos del SS! salvo a aquellas cuestiones incluidas en el Anexo de la 
Directiva y aquellos aspectos regulados por una norma que se justifica en una de las 
<<razones de interés general» del art. 3.4 Directiva 2000/31. 

Para E. CRABIT. aunque la opción elegida dependería del sistema de Dipr del Esta­
do de destino. el resultado siempre debería ser que el juez del Estado de destino debe­
ría aplicar la lex originis cuando la aplicación del Derecho señalado por las normas de 
conflicto del foro conllevaran una restricción a la libre prestación de servicios que no 
está justificada en el art. 3.4ss. 

Para M. FALLÓN y J. MEEUSE.N. el juez del Estado de destino aplicaría el Derecho 
designado por sus normas de conilicto. pero el art. 3.2 le obligaría a dar efectos a las 
normas del Estado de origen en calidad de normas internacionalmente imperativas. En 
este sentido la «Cláusula» tendría una naturaleza de norma de extensión pues determi­
naría los supuestos en los que la ley del Estado de establecimiento del PSI tendría una 
aplicación internacionalmente imper.ltiva. interpretación que también es defendida por 
A. CRUQUE.NAIRE~. 

Al menos las dos primeras interpretaciones del mandato de reconocimiento mutuo 
incurren en el defecto que se ha visto anteriormente: introducen normas adicionales de 
Dipr en contravención del art. 1.4 de la Directiva. Esto es insostenible: una norma d~ 

~ Vitl. R. JUI..If\ BAKU!I.ó y OTl<os. «LI Proposition ...•. 2000. p. 29: A. P~\L,\Cio V AU.I!LUH.I>VKI>I. t<U: com· 
mcrcc ... •. 200 l. pp. 5·26. esp. S. 

" Vid. E. CRAHIT. «La Dir<ctivc ... N, 2000. pp. :>00- SO l. 
5A Vid. A. CKUQUENAIKC. «L:l clau.sc de marché intcricur: el~ de voüte de la Oin:ctivc ~ur le commc:rcc ék"C­

Ironiquc,.. en AA VV. /..~: commcrcr ¿teclronique ruropérn sur lt·•· rails. Bru><elas. Bruylanl. 2001. p. 49. 
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conflicto no puede generar un obstáculo a la libre prestación de servicios - salvo que 
sea discriminatoria- pues se limita a señalar. de manera abstracta. el Derecho aplica­
ble57. Las que pueden generar el obstáculo son las disposiciones materiales designadas 
por esa norma o las normas internacionalmente imperativas. El principio de reconoci­
miento mutuo no puede sustituir a las nonnas de conflicto puesto que actúa en wz 
momento posterior a éstas5~. Además. para eliminar la restricción al tráfico intraco­
munitario no es preciso dejar de aplicar todo el Derecho nacional señalado por la solu­
ción conflictual sino tan sólo la disposición materia/específica que lo provocas9. 

Por otro lado: la teoría de M. FALLó:-~ y J. MEEusE:-~ tampoco resulta plausible pues­
to que. para cumpli r con e l mandato de reconocimiento mutuo no es necesario aplicar 
imperativamente las disposiciones de la ley de origen. Bastaría con dejar de aplicar las 
normas materiales del Derecho designado por la norma de confl icto o las normas inter­
nacionalmente imperativas que obstaculizan la libre prestación del SSJ. De hecho. 
como ha declarado el TJCE. las normas del Estado de origen tambit:n pueden provo­
car. en algunos casos. restricciones a la libre circulación de servicios60. 

Teoría sustantivista 

Para 1:.t teoría sustantivista. el principio de reconocimiento mutuo obliga al juez de 
destino a reconocer el servicio tal y como ha sido prestado de acuerdo con la legisla­
ción del Estado de origen. Para ello. el juez debe dejar de aplicar las disposiciones 
materiales del Derecho designado por la norma de conflicto o las normas internacio­
nalmente imperativas que originen un obstáculo a la libre prestación del SSI61 • Exis­
ten. no obstante. dos tipos de excepciones: a) que la medida restrictiva se refiera a una 
materia excluida del <<ámbito coordinado>>: b) que la medida resulte justificada en algu­
na de las «razones de interes general>> del art. 3.4 de la Directiva y cumpla con las con­
diciones que establece esa disposición. 

Esta postura encuentra su fundamento en el Considerando 23: «Las disposiciones 
de la legislación aplicable determinada por la normas de Dipr no podrán restringir la 
libre prestación de servicios de la sociedad de la información tal como se enuncia en 
la presente directiva>> y. además. es respetuosa con el art. 1.4 de la Directiva: el prin­
cipio actúa en el sector del reconocimiento y no en el del Derecho aplicable por lo que 
no establece normas de conflicto adicionales6=. 

~7 Vid. Comuni,·adón de lu Cumi,,iánluhr~ /u libr~ prcswción de .\crviciu.'i y el interis sencral en ltt Segun· 
da Dircctim bancaria (Doc SEC(l997) 1193 linal). 

"'Vid. M. W1U>El<SI11' y X. Law1s. «Les rclations enLre le droil communaul!lirc elles n:.;;lcs de conllils de lois 
des E1:11s mcmbrcs». en Re•·. Cril. Droi1 lu1. Privé. vol 91. 2002. pp. 1-37 y 289·313. esp. 23. 

"' STJCE de IS mayo 1993. C-126/1991. Yves Roclrer. Rcc. 1993. ¡>. 1-2361 y ss. 
"' STJCE 10 mayo 1995. C-384193. Al¡rindnvestmellls. Rcc. 1995. p. l-1141 y ss. 
"

1 Vid. M H. Dui:"'ITJI::)( TE.HUL'IrlS. «Les conllits de loi~ en maticrc de publicité ddoy~tlc ~ l"cpn:uve du droit 
communautairc~. en Re•·. Crit. Droil 1111. Pri1·<i. vol 83. 1994. pp. 451-4$ 1. esp. 476-479; S. Si.NC>II!Z LOKEN~.O. 
Derecho pri,·at!o .... 2002. p. 137- 138: A. Lót'EZ-T.IKRUEU.A. ~A Europ.!an Communily Rcgulalory Fr~mcwork for 
Elcctronic Cornmcrcc~. CMU?. voi3S. 2001. pp. 1337-1384. esp. 1351. 

.: Vid. DESANTEs REAl..: «L:l Directiva sobro el Comercio Electrónico ... ,., 2000. pp. 335-336. 
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A la bora de otorgar una respuesta de fondo al litigio. el principio de reconoci­
miento mutuo a la respuesta de fondo actúa como una norma especial imernacional­
mente imperativa de Derecho comtmitario que. en el ordenamiento español. ha sido 
incorporada en el art. 7.1 LSSI. 

Esta norma tiene el carácter de especial porque resulta aplicable. exclusivamente 
a situaciones privadas internacionales -consistentes en la prestación de un SSI desde 
un Estado miembro hacia otro- y porque establece una respuesta de fondo: el recono­
cimiento del servicio tal y como ha sido prestado de acuerdo con la legislación de ori­
gen63 Es internacionalmente imperativa porque resulta aplicable con independencia 
de la voluntad de las partes y del Derecho aplicable a la situación. Y. por último, es de 
producción comunitaricc por lo que. aunque pasa a formar parte de los ordenamientos 
internos de los Estados miembros, prevalece sobre las normas materiales de produc­
ción nacional. 

De acuerdo con esta norma. cuando España sea el Estado de destino del S SI. nues­
tros jueces deben actuar de la siguiente manera: 

a) En primer lugar. determinará la(s) norma(s) internacionalmente imperativa(s) o 
norma(s) material(es) del Derecho nacional designado por la norma de conflicto que 
resulten aplicables par:1 resolver el litigio. 

b) En segundo lugar. e l mandato de reconomiento mutuo obliga al juez a dejar de 
aplicar la(s) norma(s) material(es) si constituye(n) un obstáculo :1 la libre prestación 
del SSL salvo que: a) se puedan justificar en alguna <<razón de interés general» -art. S 
LSSI (art. 3.4 Directiva 2000/31 )-o (b) se refieran a alguna de las materias enumera­
das en el art. 3 LSSI (Anexo de la Directiva). 

Las normas materiales generadoras de obstáculos tendrán. mayoritariamente. un 
carácter imperativo puesto que las dispositivas pueden ser desplazadas por el PSI en 
las condiciones de uso del servicio o en el clausulado tipo de sus contrato6-1. 

Se entiende por obstáculo a la libre prestación de servicios toda medida que prohi­
ba. obstaculice o baga menos interesantes las actividades del prestador establecido en 
otro Estado miembro6~. Para determinar este extremo. en la mayoría de supuestos66• el 
juez deberá compararla con la regulación que otorga la lex originis: existirá un obstá­
culo si la medida establece requisitos legales divergentes o complementarios a los esta­
blecidos por la ley de origen o. sencillamente. si el PSI se ve obligado a modificar el 
contenido de sus contratos o la manera en que prestan sus servicios. Esta comparación 

''~ Acr:rca d(': la noción de norm~ especi~dcs de Dipr. vid. A. L. CALVO CAR.AVACA y J . CARRASCOSA Go;-..~7_,\· 

uz. Derecho inremaciona/ prirado. vol! (5' ~d.). Granada. Comares. 2004. p. 186. 
~Vid. tvl. fAt.l..ON. «LeS conilil$ de loi \!t dejuridictions cbn$ un cspacc économiquc integré. L'expcricncc de 

la CommunC\utc Europeennc". en Rec des Cours. 1995. pp. 9-282. esp. 214: A. NuYTI. «L'application des lois de 
police dans l'cspacc». Rcv. Crir. Droir /111. Privé. 1999. pp. 31-74 y245-265. esp. 24S: P. DE MIGUEL AsE.'<StO. <<lntc· 
gr::>ción europeo y Derecho internacional privado•. en RDCE. núm 2. vol l.jul-dic. 1997. pp. 413-445. esp. 442. 

1·' SSTJCE de 25 de julio de 1991. C-76/90. St:eger. Rec. 1991. p. l-4221 y de 9 de agosto de 1994. C-43/93. 
Vander Elsr. Rcc. 199-1. p.l-3803. 

1'1(, De tcnc~c en cuenta qul.!. como se dice en la notl al pie 60. en al,suno~ ca...;:os. la /ex uágitdl· put!dc ser la 

generador~ del obst:ículo. 
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no supone una aplicación de la /ex originis puesto que estamos actuando e.n e l sector 
del reconocimiento. El Derecho del Estado de origen tan sólo se toma en considera­
ción como un simple dato a la hora de decidir si deja de aplicar la norma material apli­
cable67. No es necesario. por lo tanto. llevar a cabo la prueba del contenido del Dere­
cho extranjero68. 

PUESTA EN PRÁCTICA DEL ARTÍCULO 7.1 DE LA LEY 34/2002 
EN LITIGIOS DERIVADOS DE SERVICIOS DE LA SOCIEDAD 
DE LA INFOR1VIACIÓN INTRACOMUNITARIOS 

El cumplimiento por lo jueces españoles del mandato control en origen impuesto 
por la <<cláusula de mercado interior>> no resulta complicado: cuando España sea e l 
Estado de origen del servicio. deberán controlar su legalidad a partir del Derecho 
designado por las normas de cont1icto del fo ro y de las normas internacionalmente 
imperativas del ordenamiento español que puedan resultar aplicables al supuesto. 
incluyendo las de la LSSI. 

No obstante. cuando España es el Estado de destino del SSI, nuestros tribunales 
pueden verse obligados a moditicar la respuesta juódica que normalmente seóa otor­
gada a 1:1 situación privada internacional para cumplir con el mandat9 de reconoci­
miento mutuo. Esto puede resultar complicado debido a que ninguno de los instru­
mentos de Dipr en vigor -Convenio de Roma y normas de conflicto nacionales en 
materia extracontractual- regulan esta cuestión. La Propuesta de Reglamento Rom:1II 
sí establece una disposición al respecto. el art. 23.2. si bien se limita a remitir su solu­
ción al i.nstrumento de Derecho comunitario que establece la «cláusula>>. 

PUESTA EN PRÁCTICA DEL ARTÍCULO 7.1 DE LA LEY 34/2002 EN EL MARCO 
DEL CONVENIO DE ROMA 

El Convenio de Roma no establece una disposición específica que establezca la 
obligación del juez competente de tener en cuenta la «cláusula de mercado interior>>. 
Ahora bien, tal y como se ha dicho. el art. 7.1 LSSI puede considerarse como una 
norma especial internacionalmenre imperativa de Derecho comunitario que el juez 
español, en su calidad de juez del Estado de destino, debe aplicar. a partir del art. 7 
CR69• tanto a Jos contratos celebrados entre profesionales en Internet. cuanto a los con­
tratos celebrados por los consumidores por medios electrónicos. 

a) En un litigio derivado de un contrato entre profesionales. el juez español apli­
cará la ley elegida por las partes o. en defecto de elección. la ley más estrechamente 

t~? Vid. M. GA~UIZ:'IE.'\ SA:-.'TIACO. Lu aplh·ud6n dt lc1 re.glu de reconocimiento mllluó y su incidencia en el 
comercio de mcrcancfas en d ámbito comunirario e inunwcional. Madrid. Eurolc.~. 1999. p :>. JO. 

NI Vid. Df~~A:-.rrc...;; RP.AL: ~~ Directiva sobrt.: el Comercio Electrónico ... >•. 2000. p. 335. 
"' En contF.I M. GUZMÁt< Z.,w,,TER. «El principio de reconocimiento mutuo: ¿un nuevo modelo parJ el Dere­

cho intcrn~cional privado comunitario"?». en RDCE. núm. 3. 1998. pp. 137- 170. esp. 1 6.:1. par;¡ quién el art. 7 CR 
no e$ vehículo de pcnctr~lción en d contra.to dr.: la.'\ «''cl(lusula.'\" de intcr¿s gent:rah~o de I:J.s Directiva..; en las que 
se recoge e l principio de reconocimiento mutuo. Debt: recurrirsc al art. 20 CR. 

737 



C:UE!>"TION~S A(.IUAL!:S SOUKc El. UlXECHO :VIeRC:A:"TIL lNTeKJ'AClONAL 

vinculada. Es de suponer que las normas materiales del Derecho nacional designado 
por ambas soluciones conflictuales no establecer:in obstáculos a la libre prestación de 
servicios puesto que el PSI habrá impuesto en sus condiciones generales la ley más 
adaptada a sus intereses y e l Derecho señalado por la presunción del art. 4.2 llevará a 
la aplicación de la /ex originis. 

Ahora bien. el juez debe aplicar las normas internacionalmente imperativas del 
foro - art. 7.2 CR- y puede dar efectos a las establecidas por terceros Estados -art. 
7.1-. Cuando la norma aplicable al supuesto provoca una obst:1culo injustificado a la 
libre prestación del servicio. el art. 7.1 LSSI obliga al juez a dejar de aplicarla. 

Si se trata de una norma internacionalmente imper•Hiva de un tercer Estado. el juez 
competente debe tener en cuenta la posible restricción de la libre prestación de servi­
cios como una de las condiciones de aplicabilidad del art. 7.1 CR70 para dejar de dar 
efectos a la norma71• 

Si la norma pertenece al Derecho español -tenga un carácter dispositivo. imperativo 
o internacionalmente imperativo-. el art. 7.1 LSSl resulta aplicable ex art. 7.2 CR. y pre­
valece sobre cualquier otra norma de ese ordenamiento por su mayor rango jerárquico'"· 

Así. por ejemplo. SS! prestado desde Francia a España. Supongamos que la ley 
española. o algún Derecho foral. incluye una norma internacionalmente impera ti va que 
establece que es nulo todo contrato que no esté redactado. al menos en uno de los idio­
mas de nuestro Estado. Ante un litigio presentado ante nuestros tribunales. si la toma 
en consideración de la ley de origen demuestra que no establece un requisito similar y 
que la norma no está justificada en razones de interés general -art. 8 LSSI-. el juez. ex 
art. 7.2 CR. deberá atender al mandato del art. 7.1 LSSI y dejar de aplicar la norma 
para impedir el obstáculo a la libre prestación del servicio. El contrato. por lo tanto. 
ser.l considerado válido. 

b) En materia de contratos de consumidores. el art. 7.1 LSSI tiene menos posibi­
lidades de ser aplicado. Estado de destino del SSI y Estado de residencia del consu­
midor coincidido. por lo que. cuando el servicio vaya destinado a nuestro p:.íis. e l art. 
5 CR llevará al juez español a aplicar la lexfori o. al menos. a asegurará al consumi­
dor el nivel de protección ofrecido por nuestra legislación consumerista. En principio. 
el mandato de reconocimiento mutuo no impide la aplicación de todas las normas de 
la ley española que estén cubiertas por el Anexo cuya interpretación. como se ha visto. 
es muy extensa. Por ello. el art. 3 LSSI pernúte al juez español aplicar. a estas cues­
tiones. nuestra ley aunque obstacul ice la libre prestación del servicio. Además. aque­
llas norma~ que no se consideren cubiertas siempre podrían justificarse en el motivo 

"' 0.: acuordo con C>'~ di>posición. «podr:í dan.c efectO> a las di,posicion~' impcr•tiv-.u; de la ley de otro país 
con el que la ~itu~tción prc~ntc un vínculo estrecho. si y en la medida que. tales disposicionc.". sc~ún el derecho 
de e>te último país. son aplicables cualquier• que sea la ley que rija el contr•to. Par• decidir si se debe dar efec­
to a csta."'i disposiciones impcr..1tivas .. w! tendrá en cuenllt su naturule:JJ y ~·u objeto. ru·i como la.~ cunJ.ccu~llcial· 
qw.• se dcrh·aríun di! su aplicación o de su inuplicaciQn-.. 

71 En este sentido. •·id. J. C. FERN,\l'uEZ Roz,,s y S. SAM.:tu;z LoKt-·<zo. Diw .... 2001. p. 573. 
" Así opinan J. C. Fl!l<.•ÁNUEZ Ro7.\S y S. Sk<CIIIX i..<JKt;NZO. Dipr .... 200 l. p. 570. e¡ u icnes h"blan de la ncce­

>idad del juc>. n:tcional de utili>.ar una dobl~ l~xfori. y P. DE Mtcua Ast~'sto. • lntcsmción . .. ~. 1997. p.~. 
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«protección de los consumidores>> del art. 8 LSSJ. En fin. el resto de normas de esa ley 
también resultaran aplicables pues. en vista de la materia a la que van referida. no es 
imaginable que establezcan requisitos tan estrictos que restringan la libre prestación de 
SS!. M:ís bien se trataran de disposiciones legales que poseen un carácter dispositivo. 
Tal sólo es posible imaginar la intervención del art. 7.1 LSSl en materia de forma. 

SS! prestado desde Noruega hacia consumidores residentes en España. Nuestra ley 
establece que. para que los contratos electrónicos celebrados por los consumidores se 
consideren perfeccionados estos último deberán contestar al acuso de recibo del men­
saje enviado por el PSI. Ante un litigio presentado en España. el juez. si se prueba que 
la lex originis -ley nontega- no establece la misma condición y que las normas de 
nuestra ley no está justificada en las «razones de interés general>>. deberá modular la 
aplicación de la disposición ex art. 7. 1 CR: aunque el consumidor no haya contestado 
al acuse de recibo. si se cumple con las condiciones establecidas por la ley noruega. el 
contrato deberá ser considerado perfeccionado y. por lo tanto. desplegará efectos. 

Resultaría beneficioso para 1:1 seguridad jurídica de las relaciones intracomwzira­
rias en general que el legislador comunitario incorporara. en una futura Propuesta de 
Reglamento Roma l. una d isposición específica que estableciese la obligación de los 
tribunales nacionales de tomar en consideración las «cláusulas de mercado interior>> 
establecidas en los instrumentos comunitarios. 

En este sentido. debe aplaudirse la propuesta por el Grupo Europeo de Derecho 
internacional privado en el punto VIl de la Tercera versión consolidada de Propuestas 
de modificación de los arrs. /, 3. 4. 5. 6. 7. y 9 del Convenio de Roma y del art. 15 del 
Reglamento 44/2001 -incluidas en el Anexo 1 a la Réponse au Livre verr- de introdu­
cir un apartado 3 en el art. 7: <<11 ne peut etre donné effet aux dispositions impératives 
de la loi d'un Etat membre que dans la mesure ou leur application ne constitue pas une 
entrave injustifiée aux libertés de circulation instituées par le traité>>. 

Desafortunadamente. la Comisión Europea ni tan siquiera somete la cuestión a deba­
te en el Libro Verde sobre la Transformación del Convenio de Roma en Reglamemo13. 

PUESTA EN PRÁCTICA DEL ARTÍCULO 7.1 DE LA LEY 34/2002 EN EL MARCO 
DE LA PROPUESTA DE RECLAME:'I/TO ROMA 11 

La Propuesta de Reglamento Roma 11. en cambio. sí contiene una disposición que 
obliga a los tribunales nacionales a tener en cuenta la <<cláusula de mercado interioo> 
cuando deba otorgar una respuesta jurídica a un Litigios sobre responsabilidad extra­
contractual derivado de un SSI intracomunitario. Se trata del art. 23. titulado relacio­
nes con otras disposiciones de Derecho comunitario. que. en su apartado segundo. 
establece: «El presente Reglamento no afecta a los instrumentos comunitarios que. en 
materias concretas. y en el ámbito coordinado por dichos instrumentos. someten el 
suministro de servicios o bienes al cumplimiento de la~ disposiciones nacionales apli-

7-' übro Verde• dt: fu Comi.siún t"urupeu sobre lu Jrunsfvrmudún del Cmn.·enio d1:1 Roma de 198() subre lu 
ley aplicable a las obli¿;t1cioncs coutracwult:s en in.wrumento cumunituriu .v suiJrc: su ac:tuuli:ucián. Doc. 
COM(~002) 65.¡ linal de 1:1 enero ~003. 
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cabl~s en el territorio del Estado miembro donde t~nga su sede el prestatario de servi­
cios y que, en el ámbito coordinado, sólo permitan limitar la libre circulación de ser­
vicios o bienes procedentes de otro Estado miembro. cuando proceda. bajo determina­
das condiciones>>. 

Lo. disposición está pensada. especialmente. para la Directiva 2000/3 1 puesto que. 
por el momento. con la excepción de la Directiva 89/522 «Televisión sin f ronteras». es 
el único instrumento con un «ámbito coordinad0>>7•. Pero. como puede observarse. la 
disposición se limita a establecer algo que ya es conocido: a) que hay instrumentos 
comunitarios en los que existen «cláusulas de mercado interior>•: b) que el Reglamen­
to no impide que dichas «cláusulas» desplieguen efectos en la regulación de las obli­
gaciones extracontractuales. No indica. en cambio, cuáles son esos efectos. 

En mi opinión. cuando España sea el Estado de destino. nuestros tribunales deben 
aplicar el principio de reconocimiento mumo dd art. 7. 1 LSSl como lo que es: una 
norma especial inrernacionalmenre imperativa de producción comunitaria que obliga 
a dejar de aplicar o modular las normas materiales aplicables cuando originen un obs­
táculo a la libre prestación del SS T. Para ello. puede utilizar la vía del An. J 2 del R~gla­
mento. que copia lit~ralm~nte el an. 7 del CR. o. lo que me parece más correcto. la del 
art. 23.2 que est5 pensado. específicamente. para esta cuestión75• 

El análisis de vo.rios supuestos permite ::úirmar que. en materia de obligaciones 
exrracontro.ctuales. las ocasiones en que el juez español se puede ver obligado a aplicar 
el art. 7.1 LSSI son mucho mayores que en materia contractual. pero también que exis­
ten muchas más posibilidades de invocar las «razones de interés general» del art. 8 LSSI 
para seguir aplicando las normas materiales designadas por la norma de conflicto. 

a) Ante una reclamación por difamación cometida en un web si te contra una p~r­
sona domiciliada en España. el juez español deberá aplicar la ley del lugar de produc­
ción del daño que. en estos supuestos se presume que es la de la residencia habitual de 
la víctima: ley española76. En principio. el art. 7.1 LSSI obligarla al juez a dejar de apli­
car las normas materiales de nuestra ley que obstaculizara la prestación del SST. Ahora 
bien. es muy probable que dichas normas estén justificadas en «motivos de raza. sexo 
o nacionalidad. así como [ ... ] violaciones de la dignidad humana de personas indivi­
duales». por lo que el juez podrá seguir aplicándolas. 

b) Par.1 conocer de un litigio relativo a la responsabilidad por actos de publicidad 
desleal. engañosa o comparativa derivados de web sites dirigidas al mercado español. 
nuestros tribunales deben aplicar la legislación española en su calidad de ley del merca­
do afectado o ley del mercado donde los intereses de los consumidores resultan afecta-

'' Con lo excepción de la Propuc:sta de Directiva rclotiva o los servicios en e l mercado interior. en el resto 
de Directivas se utiliz:¡ el iénnino «ámbito de ~plicación,. en vez de <cimbito coordinado». 

7) Una intcrpreu.ci6n de esta disposición \!O consonancia con la tcorí:l sust:mt.ivisl:.~ que aquí se s~-tit::nc 
puede encontr.ll"SC en G. PAt..AO MOREI'O. «Capitulo XIV: Hacia la unificación de 1:~.< normas de contlicto en malc­
ría de obligaciones extr~contr:lctuaks en Europa (una visión critica del Anteproyecto de Propucs1:1 de Re:; lamento 
Roma n)~. en AA VV. Derecho patrimonial europeo. Nav:l!T:I. Thom.<on-Aran>.adi. 2003. pp. 271-299. e.'l'· 284. 

1• Vid. A. L. c,,LVO CARAVAC\ y J. CARRASCOS.\ GoN7..ÁLEZ (Dirs). Derecho inunracional privado. vol ll. (5' 
Ed). Gr~nada. Comarcs. 2004. p. 719. 
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dos (art. 4 LCD y art. 5. l Propuesta de Reglamento Roma ll)n. Para cumplir con el man­
dato del art. 7.1 LSSI. el juez competente debe dejar de aplicar todas aquellas normas 
que i~putan al PSI una responsabilidad por llevar a cabo actos de publicidad que sí están 
autonzados por la lex originis. De lo contrario. se estaría obstaculizando la libre presta­
ción de SSI73• No obstante. al igual que en el supuesto anterior. existen muchas posibili­
dades de que la medida pueda estar j ustificada en «la protección de los consumidores>> 
y. por lo tanto. pueda ser aplicada79• 

Mayores problemas pueden existir para exceptuar la aplicación del principio de 
reconocimiento mutuo en otros Estados miembros que. como Alemania. establecen 
111:edidas legales destinadas a sancionar la venta de libros a un precio más bajo que el 
fijado legalmente o las promociones de venta del tipo <<tres por el precio de dos». Estas 
medidas no resultan justificables en ninguna de ias razones del art. 3.4 de la Directiva. 
por lo _que. cuando el Estado de destino fuera Alemania. sus tribunales deberían dejar 
de aplicarlas. Por el mom~nto. al menos las primeras. han sido consideradas compati­
b!es con el ~erecbo comunitario por estar destinadas a proteger a los pequeños comer­
CI~tes d~ libros. No obstante. la controversia persiste. Por ello. la Comisión Europea 
est:.l trabajando en dos propuestas destinadas a armonizar las normativas referidas a las 
promociones de ventas y a las prácticas comerciales desleales para eliminar los obstá­
culos que actualmente existen. 

APLICACIÓN EXCEPCIONAL DEL ARTÍCULO 7.1 DE LA LEY 
34/2002 A LOS SERVICIOS DE LA SOCIEDAD DE LA INFORiVIACIÓN 
INTRACOMUNITARIOS 

Establecido el alcance y aplicación práctica de la <<cláusula de mercado interior>> 
en la regulación de los SSI. por último. se debl!n aportar dos datos que permiten afir­
mar que los supuestos en los que el juez español va a tener que aplicar el art. 7.1 LSSI 
van a ser escasos. 

Por un lado, el principio de reconocimiento mutuo no resul.ta aplicable: a) en mate­
rias excluidas del «ámbito coordinad0>>~0: b) en las materias del Anexo para las que la 
aplicación dela <<Cláusula>> está exceptuada por e l a.rt. 3.3 de la Directiva (reguladas en 
el an. 3 LSSI)81 : e) en aquellos supuestos en los que la medida cumpla con las condi­
ciones y pueda justificarse en una de las «razones de interés general>> establecidas en 
el an. 3.4 Directiva 2000/31 (art. 8 LSSl)~~. 

n Sobro las dilicultodes exbtcntc' por~ determinar l• ley aplic•bk como consccu"ncia del c-..~r.ictcr sJobal de 
Internet. vid. R. E.<I'I"OSA c\'-'UUIG. La publicidad transfrumeri::.a. Valencia. Tir:r.ntlo Blanch. 2001. pp. 151- 159. 

"' En este scmido. aunque n:f"rido a publicidad tr~nsfrontcri7.:> por medios tradicionales. STJCE de 7 de 
mart.o 1990. C-362/SS. GB-lnuu·BM. Re-c. 1990. p. 1·667 y ss. 

"'En 1" STJCE de 18 de mayo 1993. C-126191. Yvcs Roclr<r. Rec 1993. p. 1-2361 y s.,.la :;anción o cierta.< 
modalidades de publieid:ld compar:ttiva se intentó justificar en esta rJZón de inlcn!.' gcncr:tl. pero el TJCE no lo 
acepto por rc:;ultar desproporcionado con la tin:llidad pcn;cguid•. 

"' Vid. infra. punto S a. 
" Vid. iufru. punto S b. 

"" Vid. i11Jra. punto S c. 
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Por otro lado. debe tenerse en cuenta que muchas de las materias en las que el prin­
cipio puede resultar aplicable están reguladas por directivas o reglamentos comunita­
rios. La regulación armoilizada que establecen estos insu"Umentos eliminan los obstá­
culos a las libertades de circulaciones por lo que las situaciones en las que el art. 7.1 
LSSI puede resultar aplicable desaparecen. 

a) Esta armonización es especialmente importante en materia de contratos electró­
nicos. Dejando aparte las Directivas de protección del consurnidor'l3 --excluidas del 
«:ímbito coordinado» por establecer un:1 regulación de mínimos-. deben tenerse en 
cuenta. por ejemplo. la Directiva 99/93 que armoniza los efectos juriilicos de la firma 
electrónica -art. 5- y la propia Directiva 2000/31 establece también normas sobre 
comunicaciones comerciales -ruts. 6 a 8- o contratos por vía electrónica - arts. 9 a 11-. 
Además. los trabajos sobre el Código Europeo de Contr'.ttosll-1 demuestran que el pro­
ceso de armonización del Derecho Contractual es imparable. 

b) En materia extracontractual. tambil!n existe una regulación armonizada que 
resta virtualidad a la <<cláusula>>. La Directiva 2000/31 armoniza ciertos aspectos del 
régimen de responsabilidad de los PSI -arts. 12 a 15- . la Directiva 85/374l!:l establece 
una responsabilidad objetiva derivada de los daños producidos por productos defec­
tuosos y la Directiva 95/46 establece un régimen jurídico armonizado sobre el trata­
miento que deben recibir los d:J.tos personales. 

En materia de publicidad. también existen vari:1s directivaslll>. Sin embargo. estable­
cen una regulación de mínimos que no impide a los Estados miembros imponer medi­
das más restrictivas. Con se ha dicho anteriormente. esta circunstancia convierte a esta 
materia en un campo propicio para que la «cláusula de mercado interion> despliegue 
todos sus efectos: el j uez español estar:í obligado a aplicar el art. 7.1 LSSI cuando el PSI 
no pueda promocionar sus productos o servicios bajo las mismas condiciones. que lo 

"'Los E.'wdo, ,on libre> d~ e'wblc::(:er mL-did:ll> más ""lrictiva:.. Entre olr.IS: Directiva 93/13/CE del Con­
'ejo sobre l:.s •cl:iusula»s obusivas en los conlr"tos cckbr~dos por los consumidores (DOCE L 95. 21 de abril 
1993. p. 29). Directiva 97n!CE del Parlamento Europ..:o y del Consejo de 20 de mayo de 1997. relativa a la pi'O· 
lL-cci6n de los consumidores en materia de conlr"los a distancia. (DOCE L 1.:14. de 4 junio 1997. p. 19). Directi­
vo 99/.:14 sobre determinados aspectos de la vcnw y la:. ~ar:mlías de los bienes de consumo (DOCE L 171112 de 
7 julio 1999}. Directiva 651:2002 relativo a la comercialización a diswncia de servicios tin:tncicros de>linodos a 
los consumidores y por la que se modilican la.' Directiva.' 97n!CE y 981:27/CE. 

"' Vid. Comunirució11 dc·lu Comixió11 sobre d Dereclw Contrucwal Europeo (DOCE C 255. de 13 octubre 
200 l. p. 1 ). el f'ltm de Accióll «VIl Da.:clro COIItructuul ~uro¡>~O IIIÚ.\' colrcf<•fll<.,. (DOUE e 63. I5 de m!lrLO 
2003. p. 1) y la reciente Comunicación sobre d «Derecho colltrucrucd europeo y la revisión del ucen-o: el cumi· 
no a sc¡;uit.,. (Doc COM(2004) 651 tina! de 11 octubre 2004). 

"' Dirccti,•a 85/374/CEE del Consejo. de 25 de julio de 19SS. relativa a la aproximación de la.' disposicio­
nc~ lc~~lcs. n:g:l~mcntaria.~ y administrativa...; de los E...;tados Miembros en m~tcria de r~spon:Wbilidad por los 
da~1os causados por productos defectuosos (DOCE L 2 1 O de 7 agosto 1985). 

,. Directivo 84/450/CEE del Consejo. de 10 de septiembre de 19S4. relativa a la aproximación de las d i>po­
:o.icioncs legales. rcglamcnL;J.rÍa$ y adminbli~tiv:b de lo~ E..'lt:Jdo:, M iembros en m:ueria de publicidad cng:u)o~a 
(DOCE L 2501I7 de I9 de septiembre 1984). modilicado por Directiva 97/55/CE del Parlamento EurOJ><-'0 y del 
Consejo de 6 de octubre de 1997. a linde incluir en la misma la publicidad comp~r:ltiv~ (DOCE L 29011 S de 23 
de octubre 1997) y Directiva %16/CE del Parlamento EuroJ><-'0 y del Con>ejo de 16 de febrero de 1998 relativa" 
la protección de los consumido= en materia de indicación de los precios de los productO> ofrecido' a los con­
"umidorc> (DOCE L 801:27 de 1 S de mar¿o 1998). 
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hace en su Estado de origen";· P:tra impedir un abuso del recurso a las «razones de inte­
rés ~eneral». las in.stituciones europeas están trabajando en dos propuesta~ destinatadas 
a uniñcar la maten~: Pr?puesta sobre ~n Reglamento sobre promociones de ventas"' y 
una propuesta de Dlfecuva sobre pracucas comerciales desleales"9. 

. En. definitiva. la «cláusula de mercado interior» no significa. tal y como desea la 
tndustria .de Internet. un cambio en las normas de conflicto aplicables a los SSI por la 
ley de ongeo. De acuerdo con la teoría sustantivista que aquí se sostiene. el juez del 
Estado de origen deberá aplicar las normas del ordenamiento del foro. incluidas las de 
Dipr. para otorgar una respuesta de fondo al li tigio. E l juez del Estado de destino. cuan­
do una norma material imperativa del Derecho aplicable o una norma intemacional­
ll_1ente .imperativa obstaculice la libre prestación de esos servicios al establecer requi­
stt~s diferentes o m~s estrictos q~e los establecidos por la ley de origen. debe dejar de 
ap!1carla. En cualquier caso. en v¡sta de las excepciones establecidas a la «cláusula» y 
el unparable proceso de armonización del Derecho privado comunitario. estos supues­
tos van a ser escasos. 

"~Con ca~ktcr ocnc:r •. ll. ~obre C:~la CUCM ión. vid. M H. DUI:O.I'TJt:..K Tt..tm~~. uLcs conlliL."'i de loh ,. ¡N\.;¡. pp 
~76-!79. . .. . . 77 • • 

"" Propue,la de Rc¡;lamemo relativo a la:. promociones de venta:. en el mercado interior (DOCE C 75/E de 
26 mar1.0 2002). 

;..:•t Propuc:-.ta d\! dirccliv~ d~l P~rkuncnlu Europeo y dd Con~cjo rcl~uiv;.¡ a la...; pr..icticas comc¡·cialc~ dcslca· 
le~ de 1~"' cmpn:~:r- en sus rclac1oncs con lo." consumidores en el mercado in1crior (Din .. -ctiva sobre las pr::i.ctica.'\ 
comerc•alcs desleales (Doc COM(2003) 356 final). 
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